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1. Introducción 

Como es bien conocido, el ingreso de España en las Comunidades Europeas, ac-

tualmente Unión Europea (UE), produjo y sigue produciendo importantes

consecuencias sobre el sistema autonómico establecido en la Constitución espa-

ñola (CE). El citado ingreso y la posterior evolución han provocado un doble

efecto centralizador sobre las comunidades autónomas (CA). De una parte, ha

producido un vaciamiento directo del contenido, total o parcial, de las compe-

tencias autonómicas cuya materia ha sido asumida por la UE, vaciamiento que,

con toda seguridad, continuará en el futuro. De la otra, ha provocado una pér-

dida de capacidad de decisión de las CA ante el Estado central a la hora de inci-

dir sobre el progresivo proceso de integración europea.

Siguiendo la pauta marcada por otros estados compuestos de nuestro en-

torno, las CA han tratado de paliar esa pérdida progresiva a través de diversas

medidas e instrumentos a los que se aludirá más adelante. Los resultados obte-

nidos a lo largo de estos veinticinco años han sido, en general, bastante escasos.

El nuevo panorama político derivado de la victoria obtenida por el PSOE

en las elecciones generales de marzo de 2004, y la consiguiente formación del

nuevo Gobierno, han abierto importantes expectativas en torno a la posibilidad

de un profundo cambio de rumbo en la relación entre CA, Estado central y UE.

Tales expectativas aparecen configuradas en torno a cuatro grandes ámbitos de

actuación: revisión de la Constitución (reforma del Senado y establecimiento 

de una cláusula europea en el art. 93); reforma de los estatutos de autonomía

(EA); creación de la Conferencia de Presidentes, y dinamización y reforma de la

Conferencia para Asuntos Europeos.

A ello hay que añadir los efectos que puedan derivarse de la aprobación

del Tratado por el que se establece una Constitución para Europa (TCUE),

cuya entrada en vigor depende, como se sabe, de los resultados –algunos ya ne-

gativos: Francia, Países Bajos– de determinados referéndum. Como es de todos

conocido, la participación de las CA en los asuntos europeos depende, sobre

todo, de lo que determine al respecto el derecho interno español. No obstante,

no es ésta su única fuente reguladora. También deben ser tenidas en cuenta las

posibilidades ofrecidas por el propio derecho europeo, derecho cada vez más

importante, sobre todo a partir de la reciente aprobación del TCUE. De ahí la

necesidad de proceder, de modo simultáneo, al análisis de la cuestión, tanto
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desde la perspectiva del derecho interno, como desde la perspectiva del dere-

cho europeo.

Por razones de espacio, voy a limitar esta exposición a los aspectos que ha-

cen referencia a la participación de las CA en el proceso de integración europea,

en su fase ascendente, dejando al margen las cuestiones, ciertamente complejas,

relativas a la aplicación del derecho comunitario por parte de las CA. Ahora

bien, dentro de la fase ascendente aludiré tanto a la vertiente interna como a la

externa de la participación autonómica en los asuntos europeos.

A veces se tiende a identificar la vertiente interna de la participación auto-

nómica en los asuntos europeos con el derecho interno, y la vertiente externa con

el derecho comunitario. Resulta preciso, por ello, aclarar debidamente esta cues-

tión. El derecho interno permite regular tanto la participación interna como la

externa. El derecho comunitario, por su parte, si bien afecta de modo primordial

a la vertiente externa, también puede incidir –siquiera indirectamente– en deter-

minados aspectos de la participación interna de las CA, al menos en lo que a su

fase ascendente se refiere.

Por último, conviene señalar que el presente trabajo tiene como objeto

ofrecer una visión global del estado de la cuestión en el momento actual y las

perspectivas de futuro. Para un tratamiento con más profundidad de las cues-

tiones aquí reseñadas, pueden consultarse las referencias bibliográficas finales.

2. La participación de las comunidades autónomas a la luz del
derecho comunitario

2.1. La evolución de la cuestión regional en la Unión Europea

Tradicionalmente, la UE ha mostrado un escaso interés y sensibilidad por la

cuestión regional, y ha desconocido casi totalmente, hasta fechas relativamente

recientes el fenómeno regional. Es cierto que el derecho comunitario ha esta-

blecido, a efectos prácticos, una distribución regional del territorio europeo.

Pero esa división obedecía a razones puramente pragmáticas de orden econó-

mico. Las regiones quedaban reducidas a simples unidades técnico-administra-

tivas a los efectos de implantar los diversos fondos comunitarios. Las regiones

eran, por lo tanto, determinadas áreas o zonas sobre las cuales había que aplicar
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una determinada actuación, y carecían de connotación alguna (histórica, cultu-

ral, política, etc.) más allá de la meramente tecnocrática. Por ello, durante mu-

chos años, la presencia y la intervención de las regiones en los asuntos europeos

ha sido considerada por la UE como una cuestión interna de los estados en la

que no tenía nada que ver. Como consecuencia de ello, las regiones carecían de

capacidad para intervenir en el proceso de integración europea, y se veían obli-

gadas a depositar sus reivindicaciones y expectativas en el foro interno del pro-

pio Estado al que pertenecían.

En los últimos años este olvido del hecho regional ha sido paliado, aun-

que de forma parcial y leve, a través del “reconocimiento” a las regiones de

ciertas vías de participación. Por una parte, una vía de hecho, consistente en la

intensificación de contactos entre la Comisión y las regiones en el ámbito de

la política regional o de cohesión territorial (diálogo, consultas previas, aso-

ciar a las regiones en la ejecución de determinadas políticas comunitarias con

fuerte impacto territorial, etc.). Este sistema de consultas se ha generalizado a

partir de la publicación del Libro blanco sobre la gobernanza (2001). Y por

otra, una vía más institucional u oficial que se manifiesta, a su vez, de dos for-

mas: de forma colectiva a través del Comité de Regiones (CdR), creado en

Maastricht en 1992; y de forma individual a través de la participación, en el

seno de las delegaciones estatales (artículo 203 TCE), en las reuniones y deci-

siones de las instituciones comunitarias, particularmente del Consejo de Mi-

nistros.

Estas tres alternativas han sido consideradas por las regiones como muy in-

satisfactorias. La primera porque, al no estar institucionalizada, depende de la

voluntad de la Comisión. La segunda, porque el CdR está muy lejos de consti-

tuir un órgano satisfactorio para las regiones europeas, particularmente para las

regiones con competencias legislativas. El CdR es un órgano puramente consul-

tivo, amén de muy heterogéneo, ya que, de una parte, engloba tanto las regiones

como los entes locales y, de la otra, en él conviven regiones con conciencia regio-

nal, nivel de institucionalización, poderes y capacidad de decisión muy diversa.

Esto hace del CdR un órgano casi perfectamente inútil. Por último, la tercera vía

tampoco satisface del todo porque la participación en el Consejo de Ministros

depende de la voluntad del Estado.

Por ello, la situación vigente, a expensas de que entre en vigor el TCUE,

sigue siendo precaria a todos los niveles. La participación en el entramado ins-
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titucional europeo de actuación y toma de decisiones que afecten a los intere-

ses regionales (fase ascendente) resulta altamente insatisfactoria y deficiente.

Esa misma precariedad y debilidad se manifiesta tanto en la aplicación del

principio de subsidiariedad en el escalón regional (fase descendente) como en

la capacidad de intervención procesal de las regiones ante el Tribunal de Justi-

cia de las Comunidades Europeas (TJCE) para la defensa jurisdiccional de sus

intereses. Las regiones no tienen comunitariamente reconocida ni aquella

aplicación ni esta capacidad de intervención, y sus reivindicaciones quedan

sometidas, también aquí, a la buena voluntad del Estado miembro correspon-

diente.

La actitud de las regiones ante este panorama, y de forma particular la de

aquellas con poderes legislativos, ha sido la de movilizarse para plantear y arti-

cular en serio la cuestión regional en el ámbito de la UE. A este respecto, han

sido numerosas las propuestas y demandas realizadas a lo largo de estos años,

bien por el CdR, bien por la Conferencia de Presidentes de Regiones con Pode-

res Legislativos-CPRPL (las regiones con competencias legislativas representan

un 30% aproximadamente del total de las regiones del CdR), bien por la Confe-

rencia de Asambleas Legislativas Regionales de la Unión Europea (CALRE) o

bien por los gobiernos de las diversas regiones.

2.2. Las regiones en el proceso constituyente

El proceso constituyente abierto en Niza, que ha desembocado en la aprobación

del TCUE, movilizó a las regiones, particularmente a las regiones con poderes

legislativos, con el objetivo de tratar de replantear en serio la cuestión regional

en el ámbito comunitario. Fueron numerosas las propuestas realizadas bien por

el Comité de las regiones, bien por la CPRLP, bien por la CALRE o bien por los

gobiernos de las diversas regiones o, en nuestro caso, comunidades autónomas,

entre otros.

Este conjunto de demandas podrían resumirse en las siguientes:

1. Reconocimiento explícito, en el preámbulo del Tratado constitucional,

del respeto a la diversidad cultural y a la identidad nacional de los estados

miembros, que incluye a sus regiones; y reconocimiento, cuando proceda, de la

dimensión regional en las diversas partes del Tratado.
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2. Previsión expresa de los principios de subsidiariedad y de proporciona-

lidad, aplicables no sólo a la relación entre la UE y los estados sino también a es-

cala regional.

3. Clarificación y simplificación del sistema de delimitación de las compe-

tencias entre la Unión y los estados miembros, y de los instrumentos de actua-

ción.

4. Aplicación generalizada (a escala interna de cada Estado) de las posibi-

lidades que ofrece el artículo 203 TCE en orden a la participación de las regio-

nes en el Consejo de Ministros. En la misma línea debería asegurarse la impli-

cación de las regiones, en el interior de cada Estado, en todas las decisiones

europeas que les afecten.

5. Atribución a las regiones de un estatus especial dentro de la Unión, que

incluya los siguientes derechos:

– Ser consultadas por la Comisión cuando ésta formule propuestas que

afecten a asuntos cuya competencia interna les corresponda.

– Participar en el procedimiento de control de los principios de subsidia-

riedad y de proporcionalidad.

– Acceder directamente al TJCE en caso de conflicto de competencias con

la Unión.

– Incluir a los parlamentos regionales en los procedimientos que se esta-

blezcan para posibilitar la participación de los parlamentos nacionales

en los procesos europeos.

– Tomar en consideración las regiones a la hora de delimitar las circuns-

cripciones electorales del Parlamento Europeo.

6. Por último, la necesidad de reformar el Comité de las Regiones, tanto en

su composición como en su posición, elevándolo a la categoría de institución y

otorgándole el acceso directo al TJCE en defensa de sus prerrogativas.

Como es de todos conocido, a partir de 2002 se inició en el seno de la UE

un debate sin precedentes en la historia de la integración europea, que desem-

bocó en la aprobación del TCUE. Sin embargo, dentro de este amplísimo deba-

te, las regiones quedaron una vez más al margen, tanto en lo referente al conte-

nido de las discusiones cuanto en lo relativo a la propia participación de las

mismas en el debate. Las regiones, y concretamente el Comité de las Regiones,
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no obtuvieron el rango de miembro participante de los debates de la Conven-

ción. Solamente se admitió la presencia de seis representantes del CdR, pero no

como participantes directos de las discusiones, sino en calidad de observadores.

Por otra parte, y a pesar de las peticiones expresas formuladas tanto por las re-

giones como por el CdR, no se constituyó ningún grupo de trabajo dedicado a

la cuestión regional. Es preciso reconocer, no obstante, que, a lo largo de los tra-

bajos, el tema regional estuvo muy presente en la agenda de varios grupos, par-

ticularmente en los grupos de subsidiariedad, de simplificación de procedi-

mientos y de las competencias complementarias.

Por otra parte, y al margen de las discusiones directas llevadas a cabo en el

seno de la Convención, la cuestión regional estuvo presente, de forma indirecta,

pero bastante interesante, en los debates y contribuciones de otras instituciones

u órganos, tales como, por ejemplo, el Parlamento Europeo. En este sentido cabe

destacar, por ejemplo, el Informe Lamassoure, relativo a la delimitación de com-

petencias entre la Unión Europea y los estados miembros; el Informe Napolita-

no, sobre el papel de los poderes regionales y locales en la construcción europea;

la Resolución final del Parlamento Europeo sobre este mismo tema, y, asimis-

mo, los informes aprobados por el propio CdR.

Entre todos estos documentos, resulta particularmente interesante el In-

forme Lamassoure. La propuesta Lamassoure pretendía romper con la dinámi-

ca clásica mantenida por la UE y a la que ya he hecho referencia repetidas veces,

una dinámica según la cual se considera que la cuestión regional constituye un

asunto puramente interno de los estados. En tal sentido, ponía el dedo en la lla-

ga al señalar la incongruencia que suponía el hecho de que, tras la ampliación a

25, pasarían a ser miembros de pleno derecho de la UE países menos poblados

y extensos que algunas de las regiones ya existentes y que, contrariamente a esas

regiones, tales estados dispondrían de representación en el Consejo y en la Co-

misión.

Por ello, y en la línea defendida por las regiones, Lamassoure planteaba la

necesidad de otorgar a las mismas un estatus específico en el propio texto cons-

titucional europeo, estatus que luego sería complementado por el ordenamien-

to jurídico de cada Estado. En tal sentido Lamassoure proponía el estableci-

miento de un estatuto de región asociada a la Unión, que sería aplicado a las

regiones designadas por cada Estado y que conllevaría determinados derechos

de participación y consulta en las políticas comunitarias, el tener una represen-
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tación específica en el CdR, así como el derecho a plantear conflictos de compe-

tencias ante actos de la Unión.

Frente a esta posición, tanto el conjunto de propuestas planteadas por la

Convención como el propio Parlamento Europeo abogaban por la línea clásica

de confinar, de reducir, la cuestión regional al ámbito interno de los estados. Así

sucedió en el Parlamento Europeo, a través del Informe Napolitano, y de la pos-

terior Resolución sobre el papel de los poderes regionales y locales en la cons-

trucción europea, adoptada el 14 de enero de 2003.

La citada Resolución planteaba algunas propuestas interesantes relativas a

la participación de las regiones. Así, por ejemplo, la necesidad de que la Unión

utilice nuevos métodos participativos que reconozcan el papel de las colectivi-

dades locales y regionales, tanto en la preparación de decisiones comunitarias

como en la aplicación de las políticas de la Unión. O la necesidad de precisar el

ejercicio y el control del principio de subsidiariedad. Reclamaba, asimismo,

el derecho del Comité de las Regiones a recurrir al Tribunal de Justicia.

Sin embargo, la Resolución del Parlamento Europeo, al igual que todas las

demás aportaciones asumidas por la Convención, mantuvieron, como digo, la lí-

nea clásica de confinar la cuestión regional en el ámbito interno de cada Estado

al señalar que las regiones sólo pueden defender sus intereses bajo la autoridad

del Estado miembro. Tal filosofía ha sido ratificada por el TCUE al señalar, en el

artículo I.1, que la Unión Europea nace de la doble voluntad de los estados y los

ciudadanos, omitiendo de forma consciente la referencia inicial que se había he-

cho en el mismo a los pueblos, como elemento y base de la legitimidad popular.

2.3. La cuestión regional en el Tratado por el que se establece 
una Constitución para Europa

Como ha quedado señalado, el debate constituyente sobre la cuestión regional

ha girado en torno a dos alternativas políticas generales: la que propugnaba el

mantenimiento de la cuestión regional como un asunto interno de los estados,

frente a la que propugnaba considerar y garantizar la presencia regional en la

UE desde el propio derecho constitucional de la UE. La fórmula por la que se

decide el TCUE es la de hacer primar el carácter interno o doméstico de la cues-

tión regional, la de hacer prevalecer –una vez más– el principio de autonomía
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institucional de los estados miembros. De su lectura no se deriva tanto un reco-

nocimiento de las regiones, como un fortalecimiento de la idea clásica de que la

cuestión regional es una cuestión interna de cada Estado. Dicho de otro modo,

el TCUE reconoce o cuando menos menciona el fenómeno regional, pero para-

dójicamente, tal mención es utilizada de forma inmediata para excluir a las re-

giones como entidad autónoma dentro de la UE.

Ahora bien, es importante observar que esta directriz aparece flexibilizada

por dos cuestiones básicas. De una parte, el TCUE recoge ciertas previsiones en

línea con algunas de las reivindicaciones que venían realizando las regiones, pre-

visiones que mejoran ostensiblemente, aunque todavía con muchas lagunas, la

dimensión y la presencia regional en la UE. De la otra, conviene recordar que el

TCUE no agota en sí mismo la capacidad de reconocer y garantizar normativa-

mente la dimensión regional en la UE, y es susceptible de desarrollo ya sea a ni-

vel infraconstitucional de la Unión, ya sea en el ámbito de cada Estado miem-

bro. Veámoslo con mayor detalle.

El TCUE omite de forma flagrante a los pueblos en su primer artículo, el re-

lativo a los sujetos que conforman la fuente de la que emana la voluntad de

constituir la UE. Este desreconocimiento a nivel constituyente va, además, acom-

pañado de otro a escala de un poder constituido capital como es el Parlamento

Europeo. Y es que, a diferencia del Tratado de la Comunidad Europea (TCE),

que establecía que dicho Parlamento estaba compuesto por «representantes de

los pueblos de los estados reunidos en la Comunidad», el TCUE señala que el

mismo está compuesto por los «representantes de los ciudadanos». No obstan-

te, el TCUE compensa calculadamente esos silencios en otras previsiones cons-

titucionales.

Así, en el preámbulo de la Carta, señala que son los «pueblos» los que vie-

nen a «crear una Unión más estrecha», lo cual implica reconocerlos como 

sujeto constituyente. No resulta gratuito señalar, a este respecto, la importan-

cia que tiene el hecho de que dicho reconocimiento se dé en la Parte II del Tra-

tado constitucional, esto es, en su parte dogmática o relativa a los derechos

fundamentales, la parte que representa el origen y el fin de toda Constitución.

Por otra parte, y con no menos notoriedad, el trascendental artículo I-3, rela-

tivo a los «Objetivos de la Unión», coloca expresamente como sujeto de la fi-

nalidad primigenia de dicha Unión, no a los estados, sino a los pueblos de Eu-

ropa.
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El TCUE aporta interesantes avances en el tratamiento de la diversidad cul-

tural y lingüística existente en Europa, obligándose a respetarla y reconociendo,

por vez primera, la posibilidad de que el propio Tratado constitucional pueda

traducirse a las lenguas oficiales regionales (en nuestro caso, el catalán, el euske-

ra y el gallego). Sin embargo, los ciudadanos europeos hablantes de tales lenguas

no pueden disfrutar con plenitud –no lo pueden hacer en su lengua– de los de-

rechos de ciudadanía europea establecidos en el artículo I-10.2.d, como son 

el derecho de «formular peticiones al Parlamento Europeo, de recurrir al De-

fensor del Pueblo europeo, así como de dirigirse a las instituciones y organismos

consultivos de la Unión […] y de recibir una contestación», ya que tal derecho

sólo puede ejercerse en una de las lenguas de la Constitución.

Ahora bien, tal y como se indica más adelante, el TCUE –al igual que cual-

quier otra constitución– no se agota en sí mismo, como algo rígidamente cerrado

y finiquitado. El TCUE es susceptible de desarrollo. Y es desde esta idea desde

donde todavía es posible, si no solventar plenamente, sí reparar satisfactoria-

mente el citado déficit, articulando, por ejemplo en el Reglamento 1/1958, de-

dicado al régimen lingüístico de la Comunidad, alguna fórmula jurídica que

implique un reconocimiento oficial de tales lenguas.1

A diferencia del silencio que hasta el presente mantienen los tratados consti-

tutivos, el TCUE recoge una serie de previsiones constitucionales que reconocen,

en el ámbito de la UE, la autonomía regional y local. Se trata de un reconocimiento

que implica la constitucionalización o fundamentación, al máximo nivel normati-

vo de la UE, del fenómeno autonómico, de tal modo que el mismo adquiere ran-

go y base constitucional. Es verdad, como ya ha quedado señalado, que el TCUE 

no asume ni garantiza la cuestión regional como una cuestión propia del dere-

cho constitucional de la UE. En tal sentido, el reconocimiento de la autonomía 

regional y local tiene un carácter limitado, ya que, en lo que se refiere a su conteni-

do o sustancia, aparece diferido a lo establecido por cada Estado miembro.

Ahora bien, el hecho de que la sustanciación del reconocimiento europeo

de la autonomía regional quede diferido a la autonomía o la voluntad con la que
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quiera regularlo cada Estado no constituye en sí mismo una cuestión negativa o

restrictiva. Al contrario, permite constatar que el TCUE se configura, a este res-

pecto, como una norma abierta a cualquier configuración estatal de la auto-

nomía regional, cualquiera que sea su contenido (del mínimo al máximo). En

consecuencia, el nivel de autonomía o autogobierno de las comunidades autó-

nomas, tanto el presente como el que, en su caso, pudiera obtenerse en el futu-

ro, tienen garantizado de forma simultánea su reconocimiento en la UE.

Como es bien sabido, el principio de subsidiariedad sirve, en el ámbito del

derecho comunitario, para determinar qué ente –UE o Estado– debe ejercitar

una competencia atribuida a la UE con el carácter de compartida. Pues bien, el

TCUE y, sobre todo, el Protocolo anejo dedicado a la aplicación de los princi-

pios de subsidiariedad y proporcionalidad mejoran ostensiblemente la regula-

ción vigente en lo referente tanto al principio de subsidiariedad como al de pro-

porcionalidad. Tal mejora se manifiesta en varios aspectos. En primer lugar, en

lo que hace referencia a la relación entre la UE y los estados miembros, especial-

mente, en lo atinente a regular mecanismos de control (político y jurisdiccio-

nal) que garanticen su correcta y más precisa aplicación. Ello debe revertir, di-

recta y sustancialmente, en el marco de una actuación estatal lógica, en una

mejor protección de la autonomía legislativa de las comunidades autónomas.

En segundo lugar, tanto el TCUE como el Protocolo citado suponen un

cierto avance en lo que se refiere a la toma en consideración del escalón regio-

nal en la regulación europea de la aplicación del principio de subsidiariedad, es

decir, en lo referente a la relación entre la UE y las regiones. Esta normativa, uni-

da a la más precisa regulación de las categorías y tipos competenciales de la UE

y a la reformulación de las fuentes normativas comunitarias que lleva a cabo el

TCUE, permite concluir que el saldo final es realmente positivo. Se detectan im-

portantes carencias y debilidades,2 pero no son definitivas e irreversibles. Lo que
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sucede es que su cobertura queda ahora diferida al interior de cada Estado, y

pueden articularse fórmulas normativas estatales que vengan a colmarlas.

El tratamiento normativo de la participación de las regiones, y en concreto

de las comunidades autónomas, en los foros comunitarios de adopción de deci-

siones (Consejo de Ministros, Comisión, Parlamento Europeo y CdR), se ha vis-

to alterado por el TCUE en un sentido favorable a una mayor presencia regio-

nal en las instituciones comunitarias. La mejora se manifiesta, básicamente, a la

hora de determinar la participación de las regiones en los trabajos de la Comi-

sión Europea (cuando la actuación institucional afecte a la dimensión regional o

a los intereses regionales). Resulta, asimismo, destacable la apertura de la vía ju-

risdiccional al Comité de Regiones (en defensa de prerrogativas propias y del

principio de subsidiariedad). También se han abierto, en el Protocolo sobre la

aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, algunas

puertas a una mayor participación a través de los parlamentos estatales y, indi-

rectamente, de los propios parlamentos regionales. Sin embargo, el tratamiento

otorgado a la presencia de los representantes regionales en el Consejo de Minis-

tros y al Parlamento Europeo difiere poco o nada del vigente derecho comuni-

tario.

El TCUE permite una cierta apertura a la cuestión de la presencia regional

en la fase jurisdiccional. Tal apertura es, sin embargo, indirecta. Las regiones si-

guen sin poder plantear recursos jurisdiccionales, como tales regiones, ante el

TJCE. Sin embargo, como acaba de indicarse, el TCUE otorga al CdR legitima-

ción para actuar en defensa de sus prerrogativas así como en defensa del princi-

pio de subsidiariedad. Esta vía de acceso indirecto de las regiones en general, y

de las comunidades autónomas en particular, a la justicia comunitaria permite

paliar, en cierta manera, la indefensión en la que las regiones podían encontrar-

se hasta el momento, pero no es suficiente. Hubiera sido deseable que el TCUE

hubiera reconocido cierta legitimación a las REGLEG para actuar ante la justi-

cia comunitaria dada su condición de poderes legislativos.

Una constitución no puede ser analizada ni valorada de forma correcta si

se omite completamente el potencial de desarrollo (explícito e implícito) que

contiene. La regulación constitucional no se agota en la literalidad del texto cons-

titucional. En consecuencia, la valoración del tratamiento que, como constitu-

ción, otorga el TCUE a la cuestión regional debe también, necesariamente, to-

mar en consideración el potencial de desarrollo que contiene, ya que éste puede
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venir a colmar algunas o bastantes de las deficiencias y lagunas que se le achacan

desde una lectura literal de sus disposiciones. Piénsese, por poner algún ejem-

plo, en una modificación comunitaria del Reglamento 1/1958, de régimen lin-

güístico comunitario, a la que ya se ha hecho alusión más arriba, que posibilite

la consideración del catalán, el euskera y el gallego como lenguas oficiales de la

UE, o en la reforma del Reglamento interno del CdR para articular formas de

composición interna, de distribución funcional y orgánica, acordes con la hete-

rogénea tipología de los entes subestatales que representa.

A modo de resumen, puede señalarse que el texto del TCUE adolece de im-

portantes deficiencias o insuficiencias. La más destacada de ellas es, como ya se

ha indicado, el haber confinado el reconocimiento de la realidad regional y de la

correspondiente autonomía de las regiones al ámbito del derecho interno de

cada Estado. Tales deficiencias se ven compensadas, sin embargo, de una parte,

por los evidentes avances que ya han quedado reseñados, y de la otra, por el po-

tencial de corrección de las mismas, así como por sus posibilidades de desarro-

llo futuro.

A partir de ahí, no podemos olvidar la particular naturaleza del ordena-

miento jurídico de la Unión Europea, en cuanto ordenamiento que se integra

dentro del ordenamiento jurídico de cada Estado miembro. El Tratado consti-

tucional no puede ser visualizado como algo ajeno a la realidad estatal interna,

sino que constituye una realidad íntimamente ligada a unas determinadas es-

tructuras y actitudes estatales. El TCUE constituye, en tal sentido, un texto nor-

mativo inseparablemente unido al ordenamiento constitucional interno de

cada Estado particular. Por ello, la implantación y la eficacia práctica del TCUE

dependen de la actitud que cada Estado adopte, dentro de su marco de compe-

tencia, o del principio de autonomía institucional, respecto al fenómeno de la

UE. Teniendo en cuenta la fortaleza que, todavía, presenta el principio de auto-

nomía institucional de un Estado a la hora de articular su presencia en Europa,

es obvio que, por lo que al Estado español se refiere, el marco de referencia im-

prescindible a la hora de determinar el verdadero desarrollo de la dimensión eu-

ropea de las comunidades autónomas lo constituye el ordenamiento constitu-

cional español.

A este respecto, es necesario destacar que la interpretación que del sistema

competencial doméstico han venido realizando, hasta el presente, los órganos

generales del Estado español (especialmente el legislador estatal, el Gobierno

La participación de las comunidades autónomas en la Unión Europea 149

Revista catalana de dret públic, núm. 31, 2005, p. 137-172

05 Gurutz Jauregui P 137 a 172  7/12/05  12:28  Página 149



central, el Tribunal Constitucional) en relación con la transposición interna del

derecho comunitario deja, cuando menos, mucho que desear. Y es que la obli-

gación interna de transposición se ha presentado, una y otra vez, como una oca-

sión para desdibujar el sistema de distribución competencial interna sometien-

do a muchas competencias autonómicas a un duro proceso de reconversión y

pérdida de contenidos a favor del Estado central. La aprobación del TCUE po-

dría suponer, a este respecto, un momento muy adecuado y pertinente para exi-

gir legítimamente del Estado que no se menoscaben las competencias autonó-

micas a la hora de transponer el derecho de la UE.

3. La participación de las comunidades autónomas a la luz 
del derecho interno

3.1. Los antecedentes

Como ya ha quedado indicado, la progresiva intensificación del proceso de in-

tegración europeo ha venido provocando una constante erosión competencial

de las regiones europeas con competencias legislativas propias. A fin de paliar 

tal situación, algunos estados compuestos (Alemania, Austria, Bélgica) han ido

desarrollando a lo largo de estos años determinados mecanismos dirigidos a in-

sertar en sus textos constitucionales disposiciones específicas en materia de 

integración y, al mismo tiempo, han tratado de articular mecanismos internos

de cooperación entre el Estado central y los entes regionales.

Lo mismo ha ocurrido en el caso español, si bien, como veremos, la situa-

ción de nuestro país presenta rasgos diferenciadores con respecto a esos otros

estados que se acaban de citar. Tales rasgos se manifiestan, cuando menos, a tra-

vés de tres aspectos. En primer lugar, la ausencia total de previsiones constitu-

cionales relativas a la participación de las CA no sólo en los asuntos europeos

sino en las relaciones internacionales en general. Los constituyentes establecie-

ron una estructura autonómica que tenía efectos sólo en el ámbito territorial in-

terno del Estado manteniendo al mismo tiempo una estructura unitaria y cen-

tralizadora en las relaciones ad extra de las CA. En efecto, la CE no estableció

medida o previsión alguna tendente a regular la participación de las comunida-

des autónomas en las actividades internacionales en general y en los asuntos re-

lacionados con la Unión Europea en particular. En segundo lugar, la CE estable-

ció un sistema competencial asimétrico derivado de la existencia de dos niveles
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diferentes de autonomía. Por último, e íntimamente ligado con lo anterior, la

CE no configuró unas estructuras centrales y unos mecanismos de cooperación

de carácter general a fin de regular la relación entre el Estado y las comunidades

autónomas. Ello favoreció la tendencia a plantear la regulación de estos asuntos

mediante contactos o intercambios bilaterales.

Algunos de los estatutos de autonomía intentaron paliar, siquiera parcial-

mente, esta falta de previsión. A tal efecto establecieron, de forma generalizada,

diversas disposiciones tendentes a favorecer el ejercicio, por parte de las comu-

nidades autónomas, de una cierta actividad externa. Sin embargo, lo cierto es

que tales disposiciones estatutarias no ofrecían por sí mismas una base suficien-

te para articular, en toda su complejidad, la participación de las CA en los asun-

tos internacionales ni, por supuesto, en la Unión Europea. Como consecuencia

de todo ello no tardaron en producirse importantes conflictos derivados de la

pretensión de algunas comunidades autónomas de llevar a cabo actividades

de carácter externo, conflictos que se extendieron al ámbito del derecho comu-

nitario tan pronto como se produjo el ingreso efectivo de España en la Unión

Europea.

Lógicamente, y a falta de un tratamiento normativo adecuado, fue al Tri-

bunal Constitucional a quien correspondió, durante bastante tiempo, la carga

de dilucidar en la práctica los numerosos y, en no pocas ocasiones, complejos

asuntos relacionados con la participación de las comunidades autónomas en la

actividad internacional en general y la Unión Europea en particular.

Como no podía ser de otra forma, y dada la ausencia de disposiciones nor-

mativas, la posición mantenida por el Tribunal Constitucional a lo largo de la

década de los ochenta y primera mitad de los noventa resultó bastante contra-

dictoria, particularmente en lo que hace referencia a la fase ascendente. Esa con-

tradicción alcanzó su punto culminante en sentencias tan dispares como la

137/89 y la 165/94. Particularmente importante resultó esta última Sentencia,

relativa a la apertura de la Oficina del Gobierno Vasco en Bruselas, que marcó,

en opinión de una buena parte de la doctrina, un punto de no retorno en el re-

conocimiento de la capacidad de las CA para intervenir tanto en los asuntos ex-

ternos como en los asuntos europeos.

En diversas sentencias y, particularmente, en esta última que acabo de se-

ñalar, el alto Tribunal estableció una distinción clara entre un núcleo “duro” de
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las relaciones internacionales (tratados, paz y guerra, reconocimiento de esta-

dos, representación exterior, responsabilidad internacional, etc.) que pertenece

a la exclusiva competencia del Estado, y el resto de actividades internacionales

cuya competencia corresponderá al Estado o a las comunidades autónomas en

función de la materia concreta a la que se refieran tales actividades.

El TC señalaba que el Estado es el único legitimado para ejercer ese núcleo

duro que se manifiesta en el treaty making power, es decir, en el derecho a sus-

cribir tratados internacionales. Pero señalaba que, junto al derecho internacio-

nal estricto, existen las llamadas actividades transnacionales. Son aquel conjunto

de actividades y contactos que, aun teniendo dimensión internacional, no origi-

nan obligaciones inmediatas, no suponen ejercicio de la soberanía, no inciden

en la política exterior del Estado y no generan responsabilidad política de éste

frente a otros estados. Por ello, las CA se hallan perfectamente legitimadas para

llevar a cabo tales actividades transnacionales.

Por otra parte, el TC recordaba que en todo proceso de elaboración, apro-

bación y aplicación de un tratado o, en el caso que nos ocupa, de una decisión

europea, es preciso distinguir dos fases diferenciadas. Una es la fase ascendente

dirigida a discutir, preparar, elaborar y preparar un tratado o una norma comu-

nitaria europea. Otra es la fase descendente cuyo objeto es cumplir y aplicar lo

que ha quedado señalado en el tratado.

En la fase ascendente se dan, a su vez, dos momentos diferenciados. Uno es

el momento de la formación de la voluntad estatal y, otro diferente, el de la ma-

nifestación de esa voluntad. Dicho de otro modo, una cosa es discutir, preparar

y elaborar una norma internacional o europea; otra cosa muy diferente es apro-

bar esa norma. La aprobación de esa norma, es decir, la manifestación de la vo-

luntad estatal corresponde a los órganos estatales que representan la soberanía

(Parlamento y Gobierno). Sin embargo, en la discusión y preparación de esa

norma, es decir, en la formación de la voluntad estatal deben intervenir los ór-

ganos de los entes constitucionales afectados por el tratado, y en el caso que aquí

nos ocupa, los órganos de las comunidades autónomas, cuando la materia del

tratado afecte a las competencias de las mismas.

Lo mismo ocurre con la fase descendente. El Parlamento y el Gobierno

centrales quedan obligados, en cuanto órganos de expresión de la soberanía, a

garantizar el cumplimiento de las obligaciones internacionales. Ello no supone,
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sin embargo, que la ejecución de las decisiones comunitarias se lleve a cabo de

modo directo por parte de esos órganos. Habrá que estar a lo que digan las nor-

mas previstas en la Constitución y en los estatutos de autonomía. Si la materia

objeto de aplicación es competencia de una comunidad autónoma, será a esa

comunidad a la que corresponda la ejecución de esas normas.

Por último, y en lo que aquí interesa especialmente, el Tribunal Constitu-

cional puso las bases para una adecuada distinción entre actividades internacio-

nales y comunitarias. Así, en la ya citada Sentencia 165/94, señalaba que: «Por

consiguiente, cabe estimar que cuando España actúa en el ámbito de las Comu-

nidades Europeas lo está haciendo en una estructura jurídica que es muy distin-

ta de la tradicional de las relaciones internacionales. Pues el desarrollo del pro-

ceso de integración europea ha venido a crear un orden jurídico, el comunitario,

que para el conjunto de los estados componentes de las Comunidades Euro-

peas puede considerarse a ciertos efectos como interno. En correspondencia con

lo anterior, si se trata de un Estado complejo, como es el nuestro, aun cuando

sea el Estado quien participa directamente en la actividad de las Comunidades

Europeas y no las comunidades autónomas, es indudable que éstas poseen un

interés en el desarrollo de esa dimensión comunitaria».

Al margen de su mayor o menor acierto a la hora de resolver los diversos

conflictos surgidos, lo cierto es que el Tribunal Constitucional estaba asumien-

do en esta materia responsabilidades que no le correspondían. Si ya desde el

mismo momento en que se aprobó la Constitución se hizo palpable la necesidad

de establecer una normativa genérica capaz de regular estos asuntos de una for-

ma global, tal necesidad devino inaplazable a partir del ingreso de España, en

1986, en las Comunidades Europeas.

3.2. La institucionalización de la participación de las comunidades
autónomas en los asuntos de la Unión Europea: la CARCE

Si bien hubo algún antecedente en épocas anteriores al ingreso de España en la

CEE (Anteproyecto de 4.2.85 sobre la ordenación de la actividad del Estado en

materia de tratados internacionales), la necesidad de tal regulación se hizo pa-

tente a partir de 1986. Entre tales intentos cabe destacar el «Proyecto de conve-

nio entre el Gobierno de la nación y las comunidades autónomas sobre coope-

ración en los asuntos relacionados con las Comunidades Europeas», de abril de
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1986, en el que se establecía, entre otros aspectos, la creación de un organismo

de coordinación, así como las figuras de observador y observador adjunto de las

comunidades autónomas en la representación permanente de España ante la

Comunidad Económica Europea.

Ante el fracaso de este Convenio, se optó por la vía de las conferencias sec-

toriales, un instrumento que ya había sido previsto por la Ley de 14 de octubre

de 1983 del proceso autonómico puesta en vigor en sustitución de la LOAPA, y

que se había puesto en funcionamiento por primera vez, para ciertos asuntos

concretos, en 1985. Así, en 1988 se creó una conferencia sectorial para asun-

tos relacionados con la Comunidad Económica Europea que, si bien permitió la

aprobación de algunos convenios, llevaba, sin embargo, una vida muy lánguida

y conflictiva. A falta de una normativa global adecuada, en la práctica se esta-

blecieron, de hecho, multitud de fórmulas, técnicas y mecanismos de relación

que permitieron tejer una red muy espesa de interconexiones entre el Estado

central y las diversas comunidades autónomas. La ausencia de una normativa

genérica adecuada hizo que estas relaciones mantuvieran un carácter opaco,

complejo y heterogéneo, construido sobre el caso por caso. Esta especial situa-

ción originaba problemas importantes de seguridad jurídica ya que, en no po-

cos casos, los resultados dependían de coyunturas políticas, de la mayor o me-

nor capacidad de presión, etc.

Dado que resultaba poco menos que imposible establecer una regulación

de carácter global, se optó por la creación de algunas conferencias sectoriales li-

gadas a materias y asuntos muy concretos. Así, en noviembre de 1990 fueron

suscritos dos importantes acuerdos. Uno de ellos relativo a la intervención de las

comunidades autónomas en las actuaciones del Estado en procedimientos pre-

contenciosos de la Comisión de las Comunidades Europeas y en los asuntos re-

lacionados con el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas en lo que

afecten a sus competencias. El segundo, relativo a la materia de ayudas públicas.

Los acuerdos autonómicos de febrero de 1992, relativos a la ampliación de

competencias de los estatutos de autonomía del artículo 143, plantearon ya 

de forma genérica la necesidad de las conferencias sectoriales como instrumen-

to de colaboración entre el Estado y las comunidades autónomas, y esta figura

quedó definitivamente institucionalizada, posteriormente, en la Ley 30/1992, de

26 de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del

procedimiento administrativo común (art. 5.1).
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Sin embargo, y en lo que a la materia concreta de la actividad europea se

refiere, el paso más importante lo constituyó el Acuerdo de institucionaliza-

ción de la Conferencia para Asuntos Relacionados con las CEE (CARCE), sus-

crito el 29 de octubre de 1992 entre el Estado y todas las comunidades autóno-

mas, salvo el País Vasco.3 Inicialmente, la CARCE se estructuró como una

conferencia sectorial más pero, más tarde, a partir del Acuerdo de 1994 y, so-

bre todo, tras la Ley 2/1997, perdió su carácter sectorial para configurarse

como un marco genérico, una especie de conferencia de coordinación gene-

ral compatible con los diversos acuerdos sectoriales ya existentes o futuros. Por

otra parte, si bien inicialmente esta Conferencia pretendía regular sólo la par-

ticipación interna de las comunidades autónomas, no su participación externa,

sin embargo, el 14 de junio de 1994 se amplió su ámbito de competencia para

«incluir el tratamiento de las actividades en el exterior de las comunidades au-

tónomas, y en particular, de las relacionadas con el Consejo de Europa que

afecten a sus competencias».

Como continuación de sus trabajos, la Conferencia aprobó, el 30 de no-

viembre de 1994, un Acuerdo sobre participación interna de las comunidades

autónomas en los asuntos comunitarios europeos a través de las conferencias

sectoriales. En el mismo se estructura por primera vez un esbozo de participa-

ción de las comunidades autónomas en la actividad europea, tanto en su fase as-

cendente como descendente. El citado Acuerdo fue elevado posteriormente, en

1997, al rango jurídico de ley (Ley 2/1997, de 13 de marzo).

En ese Acuerdo, el nivel o la intensidad de la participación de las comunida-

des autónomas viene determinado, con carácter general, en función de dos crite-

rios. De una parte, la naturaleza de las competencias objeto de discusión (exclu-

sivas, compartidas, concurrentes, etc.). De la otra, el grado de acuerdo alcanzado

previamente entre las diversas comunidades autónomas en su posicionamiento

común ante el Estado sobre el asunto concreto objeto de participación.

En la fase de formación de la voluntad del Estado, aun cuando no se con-

cretan y detallan lo suficiente, se establecen unos mecanismos genéricos de in-

formación y deliberación. En la fase descendente, tras afirmar que el Estado y las

comunidades autónomas se comprometen a residenciar en la correspondiente
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Conferencia Sectorial el tratamiento, con arreglo al principio de cooperación,

de todos aquellos asuntos de mutuo interés relacionados con el derecho comu-

nitario y los actos de las instituciones, se establece un triple compromiso, en

función de que la aplicación del derecho comunitario implique la aprobación

de normas, la ejecución de actuaciones administrativas o el desarrollo de pro-

gramas comunitarios.

Para terminar este breve repaso, es preciso señalar que este proceso insti-

tucionalizador se vio complementado en el Senado con la labor llevada a

cabo, a lo largo de 1995, por la Ponencia sobre el papel y funciones de los en-

tes territoriales en el futuro de la Unión Europea. La citada Ponencia emitió,

con fecha 11 de diciembre de 1995, un informe que constituye, sin lugar a du-

das, uno de los documentos más importantes elaborados por la cámara alta4

pero que, sin embargo, no tuvo posteriormente ninguna aplicación práctica

como consecuencia de la paralización de los trabajos dirigidos a la reforma del

Senado.

Por último, en 1998, el Pleno del Congreso de los Diputados aprobó una

moción por la que se instaba al Gobierno a «establecer una fórmula que permi-

ta la presencia de un representante de las CA en la delegación del gobierno, en

aquellas reuniones del Consejo de Ministros de la UE en las que se traten asun-

tos para los cuales tengan competencia exclusiva las CA».

El modelo instaurado por la CARCE ha resultado muy complejo, tanto

desde el punto de vista organizativo como funcional. Tal como ha señalado una

buena parte de la doctrina, a pesar de que el Acuerdo de la CARCE tiene, teó-

ricamente, la vocación de constituir un marco general para la participación de

las CA en la UE, en la práctica ha funcionado de forma sectorial, a impulsos 

de la necesidad de resolver problemas inmediatos y concretos. Esa sectorializa-

ción de los asuntos ha producido, cuando menos, dos consecuencias. En pri-

mer lugar, ha impedido que la Conferencia haya actuado con una visión de

conjunto. En segundo lugar, se ha privado a la cooperación del sentido político

que reclama la participación de las CA en los asuntos europeos. Ese sentido po-

lítico ha quedado diluido o subordinado a los intereses sectoriales de las confe-

rencias.
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Por otra parte, para hacer efectiva una participación de este tipo, particu-

larmente en la fase ascendente, resulta imprescindible la existencia de unos flu-

jos de información, un impulso, una coordinación fluida entre las diversas par-

tes que han de intervenir, así como unos mecanismos ágiles que permitan hacer

efectiva esa información de forma rápida. Nada de esto se ha dado en la prácti-

ca. La ausencia de esta coordinación se ha debido tanto a causas estructurales, a

las que se aludirá luego, como a la falta de una cultura de la coordinación y a la

consiguiente desconfianza mutua mostrada, en numerosas ocasiones, entre las

partes interesadas.

Todo ello dificulta de forma notable lo que constituye, sin lugar a dudas,

una de las claves del éxito de esta colaboración: la formación de una posición

común. El acuerdo de la CARCE ni concreta qué es lo que debe entenderse co-

mo tal posición común, ni establece previsión alguna para el logro de la misma.

Este conjunto de deficiencias ha permitido otorgar un protagonismo absoluto,

en la práctica, a las instituciones u organismos centrales, en detrimento de los

autonómicos. La CARCE tiene un carácter esencialmente vertical y dependien-

te de la posición del Estado.

Los resultados obtenidos en la práctica avalan esta impresión negativa del

funcionamiento de la Conferencia. La realización de tan sólo tres reuniones en

2001, cuatro en 2002 e igualmente escasas en 2003, muestra de forma fehaciente

la contradicción entre la apatía mostrada por este organismo y el interés crecien-

te de estas cuestiones, particularmente, en esos mismos años, tan trascendenta-

les, vividos por el proceso convencional europeo y que han desembocado en la

aprobación del TCUE. Por otra parte, los asuntos tratados en esas reuniones han

tenido en general una enjundia escasísima y un contenido muy pobre.

Ha quedado demostrado de forma palpable que el sistema establecido en la

CARCE se halla muy lejos de constituir un sistema mínimamente operativo y

útil, tanto en lo que se refiere a los flujos de información, como en lo relativo a

la planificación y programación de sus trabajos, o a la discusión y acuerdo sobre

los asuntos tratados, como, por supuesto, a los resultados obtenidos. La CARCE

no sólo no ha solucionado ninguno de los asuntos sino que, en muchas ocasio-

nes, ni tan siquiera se los ha planteado. Cuestiones tales como la participación

directa de las CA en las diversas instituciones y organismos de la UE (Comisión,

Consejo, Parlamento, TJCE, CdR, circunscripciones electorales, etc.) han que-

dado fuera de su agenda.
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Este panorama se complica notoriamente si tenemos en cuenta la necesi-

dad, dado el peculiar sistema autonómico español, de estructurar, junto al siste-

ma multilateral general, un conjunto de mecanismos bilaterales con determina-

das CA. La posibilidad de establecer relaciones bilaterales fue inicialmente

prevista en el artículo 3.2 del Acuerdo de institucionalización de la CARCE de

29.10.1992. Posteriormente, la Ley 2/1997 reconoció expresamente en su dispo-

sición adicional primera que las cuestiones «que afecten en exclusiva a una co-

munidad autónoma o que tengan para ésta una vertiente singular en función de

su especificidad autonómica, se tratarán, a iniciativa de cualquiera de las partes

y de mutuo acuerdo, mediante instrumentos de cooperación de carácter bilate-

ral». Tal eventualidad fue asimismo ratificada en el informe de la ponencia del

Senado a la que ya se ha aludido más arriba. Como complemento a tales dispo-

siciones fueron suscritos sendos acuerdos entre el Estado y diversas CA (País

Vasco y Cataluña en 1995 y otras CA posteriormente).

3.3. Las reformas y propuestas de reforma

Como ya se ha señalado más arriba, tras las elecciones generales de marzo de

2004, se han abierto importantes expectativas en torno a la posibilidad de un

profundo cambio de rumbo en la relación entre CA, Estado central y UE. Tales

expectativas aparecen configuradas en torno a cuatro grandes ámbitos de ac-

tuación: reforma y dinamización de la Conferencia para Asuntos Europeos;

revisión de la Constitución (que abarcaría, cuando menos, la inclusión de la

cláusula europea y la reforma del Senado); reforma de diversos estatutos de au-

tonomía (EA); creación de la Conferencia de Presidentes. Tales expectativas han

desembocado ya, en algún caso, en documentos concretos. Otras se mantienen

como tales expectativas si bien, en algún supuesto como es el de las reformas es-

tatutarias, se han elaborado ya importantes documentos de trabajo que deberán

ser sometidos todavía a debates posteriores.

La CARCE ha iniciado, a partir de la segunda mitad de 2004, una actividad

muy intensa, como lo demuestra el número de reuniones llevadas a cabo, bien

por el Pleno, o bien –sobre todo– por la Comisión de Coordinadores. Tales reu-

niones han desembocado en la aprobación, en diciembre de 2004, de dos im-

portantes acuerdos: El Acuerdo sobre el sistema de representación autonómica

en las formaciones del Consejo de la Unión Europea, y el Acuerdo sobre la Con-

sejería para Asuntos Autonómicos en la representación permanente de España
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ante la Unión Europea y sobre la participación de las comunidades autónomas

en los grupos de trabajo del Consejo de la Unión Europea (BOE núm. 64, de 16

de marzo de 2005).

En un rápido repaso5 del contenido de ambos acuerdos pueden destacarse

los siguientes aspectos. Con respecto al primero de los acuerdos, el relativo a la

participación en el Consejo, el procedimiento de participación se proyecta sobre

cuatro de las formaciones del Consejo, a saber: Agricultura y Pesca; Medio Am-

biente; Empleo, Política Social, Sanidad y Consumidores; y Educación, Juventud

y Cultura. Los asuntos tratados en esas formaciones cubren la mayor parte, aun-

que no la totalidad, de los temas competencia de las CA. Hay materias que afec-

tan, o bien al conjunto de las CA (ordenación del territorio, transportes, etc.) o

bien a alguna comunidad en concreto (concierto económico para los casos vas-

co y navarro, etc.), que quedan fuera del alcance de esas formaciones. No obs-

tante, se prevé la posible ampliación de esta participación a otros consejos.

La decisión sobre la participación se adopta en la correspondiente confe-

rencia sectorial y no en la Conferencia General para Asuntos Europeos, aspecto

criticable si tenemos en cuenta los aspectos negativos derivados de la excesiva

sectorialización de los asuntos a la que ya se ha aludido más arriba.

En cuanto al estatus y funciones del representante autonómico designado,

cabe distinguir dos momentos diferenciados. En la fase previa a la presencia en

el Consejo, corresponde a ese representante la labor de impulso y coordinación

en la discusión y adopción de una posición conjunta. En la reunión del Conse-

jo actúa como miembro de pleno derecho de la delegación, si bien bajo la direc-

ción del representante estatal que es quien la preside. Al contrario de lo que su-

cede en otros países, no se prevé la posibilidad de otorgar al representante

autonómico la presidencia de la delegación. Sí se prevé la posibilidad de inter-

venir en las negociaciones, previa autorización del jefe de la delegación, y con la

condición de que exista una posición común previa por parte de todas las CA.

La representación política resulta complementada por el segundo Acuerdo,

en el que se regula la participación previa a escala inferior de un responsable téc-

nico en los trabajos preparatorios, tanto en los grupos de trabajo como en el
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COREPER. Ese Acuerdo ha transformado la antigua Consejería en un órgano

de dos consejeros designados por las CA por un período de tres años y median-

te el sistema de rotación. Tales consejeros quedan plenamente integrados en el

funcionamiento de la REPER. Su función primordial es la de realizar el segui-

miento de la participación autonómica en los asuntos europeos y, a tal efecto,

ejercen funciones de relación con las oficinas autonómicas, median con el resto

de consejeros de la REPER y suministran información a las CA sobre las activi-

dades de las instituciones y órganos europeos (Comisión, TJCE, CdR, etc.). Por

último, cabe destacar que estos consejeros, como responsables técnicos, se con-

vierten en la vía subsidiaria de participación en las delegaciones en las que no

exista un representante autonómico designado por el procedimiento previsto

en el Acuerdo de representación en las formaciones del Consejo.

Estos acuerdos de 2004 suponen, sin lugar a dudas, un avance, al menos te-

órico, con respecto a la situación creada a partir de 1994. No obstante, el diseño

perfilado en los mismos es menos avanzado o, si se quiere, más tímido que el es-

tablecido en otros estados europeos compuestos, ya que prevé una participación

limitada e indirecta.

De una parte, la actividad de las CA en las instituciones europeas sigue re-

sultando condicionada a la existencia de una posición común entre todas las CA 

–aspecto problemático donde los haya dado el número de CA–, su diferente

composición política o sus diferencias competenciales en algunos casos. De otra

parte, expresamente se determina que la jefatura de la delegación la ejercerá en

todo caso un representante del Estado y, además, la intervención efectiva en las

negociaciones por parte del representante autonómico queda condicionada a la

voluntad del jefe de la delegación. Ello puede convertir al delegado autonómico

en un convidado de piedra que se limita a observar y tomar nota del desarrollo

de las negociaciones, y que hace depender su intervención de la “buena volun-

tad” del jefe de la delegación.

A ello hay que añadir las dificultades ya manifestadas tras los acuerdos de

1994, en lo referente a los flujos de información por parte del Estado: coordina-

ción, impulso de propuestas, periodicidad de las reuniones, la imposibilidad de

convocatorias a instancias de las CA, la ausencia de un segundo nivel técnico, as-

pectos todos ellos que dependen, no sólo de una actitud positiva de colabora-

ción de todas las partes, sino también de fórmulas prácticas reglamentadas que

no aparecen detalladas. Tal como establecen los propios acuerdos, la experiencia
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práctica habida a lo largo de 2005 permitirá determinar tanto el alcance real de

los mismos como su eficacia, así como los posibles desfases, anomalías y defec-

tos derivados de su aplicación práctica.

Dejando al margen la reforma de la CARCE, conviene, a continuación, es-

tablecer algunas reflexiones sobre los otros tres ámbitos de actuación que ya han

quedado reseñados más arriba. Este repaso será necesariamente breve y en bue-

na medida prospectivo, dado que, al contrario de lo que ocurre con la CARCE,

no disponemos de documentos, al menos definitivos, sobre los mismos. La

CARCE tiene vocación de constituirse en el instrumento práctico, la herra-

mienta, que permita regular la participación de las CA en los asuntos europeos.

Pero, como tal instrumento práctico, necesita de un marco de referencia al má-

ximo nivel jurídico e institucional.

Como ya se ha indicado más arriba, el texto constitucional estableció un

sistema autonómico que tenía efectos sólo en el ámbito territorial interno del

Estado. Al mismo tiempo que configuraba un complejo modelo de descentrali-

zación política ad intra, mantenía, sin embargo, una estructura unitaria y cen-

tralizadora en las relaciones ad extra. Buena culpa de ello la tuvo la expeditiva

redacción del artículo 149.1.3 de la CE, que dio pie al mantenimiento de una

concepción totalmente decimonónica y simplista de las relaciones internaciona-

les al ignorar la complejidad y variedad de supuestos susceptibles de ser acogi-

dos bajo esa rúbrica.

La posterior evolución de la doctrina, la jurisprudencia constitucional

(particularmente a partir de la STC 165/94) y la praxis política han hecho acon-

sejable la necesidad de recoger, al más alto nivel, la llamada cláusula europea, que se

incluiría en el artículo 93 de la CE. Tal cláusula es imprescindible pero insufi-

ciente, en mi opinión. No se trata tan sólo de mejorar el fundamento habilitan-

te de la integración europea en España, fundamento plenamente asumido por

todos en el momento actual.

El objetivo que debe perseguirse con la reforma es el de acabar con esa con-

tradicción ya indicada entre el reconocimiento constitucional de una estructu-

ra autonómica ad intra y el mantenimiento constitucional de una estructura

unitaria ad extra, en este último caso, tanto a escala internacional como, espe-

cialmente, a escala de la UE. No es éste el lugar para hablar de los cambios deri-

vados, en los últimos años, del proceso de globalización e internacionalización
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en el que nos hallamos inmersos y de su incidencia sobre los sistemas políticos

estatales. En lo que aquí interesa, nos basta con recordar la distinción efectuada

por nuestro Tribunal Constitucional entre el concepto de derecho internacional

estricto y las actividades transnacionales. Tales actividades, señala el TC, «son

aquel conjunto de actividades y contactos que, aun teniendo dimensión inter-

nacional, no originan obligaciones inmediatas, no suponen ejercicio de la sobe-

ranía, no inciden en la política exterior del Estado, y no generan responsabilidad

política de éste frente a otros estados. Por ello, las CA se hallan perfectamente le-

gitimadas para llevar a cabo tales actividades transnacionales».

Por ello, junto a la cláusula europea del artículo 93, debería incluirse una

cláusula externa o internacional en el artículo 149.1.3. La Constitución de 1931

nos ofrece, sin ir más lejos, un excelente modelo de inclusión de cláusula ex-

terna perfectamente compatible con la unidad del Estado. La inclusión de am-

bas cláusulas permitiría superar esa contradicción entre lo interno y lo exter-

no (incluido en este último caso lo europeo) vigente en nuestro texto

constitucional.

Siguiendo en el ámbito constitucional, no hace falta insistir sobre la nece-

sidad de abordar, de una vez por todas, la tantas veces reclamada como aplaza-

da reforma del Senado. No voy a detenerme en la cuestión del papel de la cáma-

ra alta en la participación de las CA en los asuntos europeos, cuestión que, en

buena medida, dependerá de la reforma global del Senado. Tan sólo quisiera

apuntar dos cuestiones. La primera es la de recordar las interesantes propuestas

formuladas en el año 1995 por el Informe de la Ponencia sobre el papel y fun-

ciones de los entes territoriales en el futuro de la Unión Europea. Muchos de

aquellos materiales pueden resultar útiles en el momento actual. En segundo lu-

gar, la aprobación del TCUE y, más en concreto, del Protocolo anejo dedicado a

la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, en cuyo

apartado 4 se establece un sistema de alerta de la subsidiariedad en el que deben

intervenir necesariamente los parlamentos nacionales y, subsidiariamente, los

parlamentos regionales, hacen imprescindible tal reforma con la mayor breve-

dad posible.

Por razones obvias, la reforma del Senado deberá ir encaminada a regular

adecuadamente la participación de las CA en las funciones propias de cualquier

cámara parlamentaria de carácter territorial: función legislativa, función de

control y función presupuestaria. Es en este ámbito donde deberá regularse el
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papel del Senado en lo que hace referencia a la participación de las CA en la UE.

La CARCE, por su parte, debe moverse –de hecho ya lo está haciendo– en el ám-

bito de las decisiones ejecutivas tanto políticas como sobre todo administrati-

vas, es decir, en el día a día de la relación entre CA, Estado y UE. A fin de cerrar

adecuadamente esa estructura institucional, resulta imprescindible comple-

mentar la labor de ambas instituciones con la existencia de un tercer organismo

o institución encargado de dinamizar, diseñar y establecer las grandes líneas

maestras por las que debe regirse la relación entre las CA, el Estado y la UE. Di-

cho de otro modo, resulta imprescindible la existencia de un órgano encargado

del indirizzo político que sirva de catalizador de las decisiones y reformas de

gran calado constitucional. Me refiero, obviamente, a la Conferencia de Presi-

dentes de las CA.

La práctica llevada a cabo hasta ahora por la CARCE ha demostrado de

forma fehaciente el excesivo peso mantenido por el Estado a la hora de dinami-

zar, configurar y decidir las actuaciones en el seno de la misma. Desde mediados

del año 2004, la CARCE ha pasado de ser un organismo en estado de semiago-

nía a un órgano activo pleno de actividades y proyectos, y todo ello sin que se

haya producido ni un solo cambio ni en la estructura ni en la composición de la

misma. Ello demuestra de modo fehaciente, como bien señala Roig Molés, el ca-

rácter esencialmente vertical y dependiente de la posición del Estado de una

conferencia que sobre el papel debería funcionar también, y fundamentalmen-

te, a partir del impulso y posiciones propias de las CA. De ahí la necesidad de es-

tablecer mecanismos de carácter horizontal al más alto nivel, mecanismos que

pueden configurarse en torno a la Conferencia de Presidentes, sin perjuicio de

otras estructuras de segundo nivel. Tenemos a tal respecto en el derecho com-

parado, además de ejemplos ya clásicos o tradicionales como son el caso de Ale-

mania y Austria, otros ejemplos más recientes y no menos interesantes como el

de Suiza. En este último país se creó en 1993 una Conferencia de Presidentes de

Gobiernos de los Cantones, la cual ha desempeñado un papel decisivo en la re-

forma constitucional de 1999, en la elaboración de leyes federales, en materia de

financiación territorial o, en lo que aquí interesa específicamente, en el diseño

de la política internacional y europea de Suiza.

Es de esperar, por todo ello, que la realización, hasta ahora, de la primera y

única reunión de la Conferencia de Presidentes Autonómicos con el presidente

del Gobierno, no sea un acontecimiento aislado y tenga continuidad, además de

contenido real, en el futuro.
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A fin de acabar este breve repaso, conviene hacer referencia, siquiera breve-

mente, al último, pero no por ello menos importante, ámbito de actuación de

las relaciones entre las CA y la UE. Me estoy refiriendo, obviamente, a las posi-

bles reformas de los textos estatutarios. A expensas de lo que puedan dar de sí

tales reformas, sí cabe señalar una serie de consideraciones de carácter general.

En primer lugar, resulta evidente la insatisfacción generalizada de las CA sobre

el diseño y la praxis actuales del sistema autonómico. Una buena prueba de ello

la constituyen los sucesivos anuncios, en algunos casos propuestas ya concretas,

de reforma planteadas por numerosas comunidades. Una de las causas funda-

mentales de esa insatisfacción la constituye, precisamente, el tratamiento de la

participación de las CA en los asuntos europeos.

En segundo lugar, todos los textos de propuesta hasta ahora conocidos in-

ciden de forma unánime, aunque con matices e intensidades diversas, en la ne-

cesidad de garantizar ese derecho a la participación en el proceso de integración

europeo.

En tercer lugar, no tiene por qué ser necesariamente negativo que tales pro-

puestas establezcan fórmulas, perfiles o intensidades distintas. Bien al contrario,

es sin lugar a dudas el texto estatuario el locus más adecuado para establecer los

aspectos específicos que diferencien a las diversas CA entre sí. No es éste el lugar

para incidir sobre el debate en torno al concepto del hecho diferencial, en el que

se sustentan las relaciones de carácter bilateral. Es cierto que bajo el mismo sub-

yacen realidades muy diversas. Sin embargo, más allá de los matices –en cierto

caso importantes– en torno a su contenido, lo que importa reseñar aquí son dos

aspectos. En primer lugar, que el hecho diferencial supone un hecho constitu-

cional objetivo reconocido y recogido por la Constitución y los estatutos de au-

tonomía. En segundo lugar, que ese hecho se concreta en una serie de compe-

tencias específicas conectadas con las lenguas propias, los derechos históricos, el

derecho civil, etc. La asimetría, por lo tanto, no alude a situaciones de hecho o a

relaciones políticas, sino a la diversidad en la posición jurídica de las diversas

comunidades autónomas.

Cuanto acabo de señalar no significa que los estatutos de autonomía deban

recoger en sus textos, única y exclusivamente, los aspectos bilaterales que afec-

ten de modo específico a esa comunidad, ni que las otras instituciones o textos

de carácter general que ya han quedado citados deban obviar las relaciones bi-

laterales. Los estatutos deben recoger o articular también los aspectos de carác-
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ter general o multilateral reguladores de la participación de las CA en los asun-

tos europeos y, por su parte, los organismos o instituciones de carácter general

deberán tener en cuenta, también, los hechos diferenciales y arbitrar conse-

cuentemente las medidas oportunas. No es menos cierto, sin embargo, que los

estatutos de autonomía son, como ya he dicho, el lugar más apropiado para es-

tablecer estos aspectos diferenciadores que afectan de forma concreta a una co-

munidad autónoma y no tienen por qué afectar a otras.

De ello se deriva la necesidad de no caer en una doble tentación. De una

parte, y dada la dificultad para plasmar normativa e institucionalmente la dife-

rencia, la tentación de considerar la homogeneidad como una solución prácti-

camente inevitable. De la otra, la tentación de establecer una heterogeneidad, o

para ser más exactos, una bilateralidad al margen del diseño global. Frente a esa

doble tentación, se impone la necesidad de buscar fórmulas de equilibrio respe-

tuosas con los hechos diferenciales y, al mismo tiempo, acordes con los princi-

pios generales configuradores de nuestro sistema autonómico.

4. Bibliografía

AAVV, La participación de las Comunidades Autónomas en los Consejos de Minis-

tros de la Unión, IVAP, Bilbao, 1998.

Aja, E., Albertí E. y Ruiz Ruiz J. J., La reforma constitucional del Senado, CEPC,

Madrid, 2005.

Albertí Rovira, E., «Perspectivas de la reforma constitucional del Senado», en

Pérez Calvo, A. (coord.), La participación de las Comunidades Autónomas en

las decisiones del Estado, Tecnos, Madrid, 1997.

— «La posición de las Comunidades Autónomas en la fase ascendente de for-

mación del derecho comunitario europeo», en Pérez Tremps, P. (coord.),

Cabellos Espiérrez, M. A. y Roig Molés, E., La participación europea y la ac-

ción exterior de las Comunidades Autónomas, Marcial Pons-IEA, Barcelo-

na/Madrid, 1998.

— «Los parlamentos regionales en la Unión Europea», en García de Enterría, E.

y Alonso García, R., La encrucijada constitucional de la Unión Europea, Cole-

gio Libre de Eméritos-Cívitas, Madrid, 2002.

— «Las regiones en el Proyecto de nueva Constitución europea», en Albertí  Ro-

vira, E. (dir.) y Roig Molés, E. (coord.), El Proyecto de nueva Constitución 

europea. Balance de los trabajos de la Convención sobre el futuro de Europa,

La participación de las comunidades autónomas en la Unión Europea 165

Revista catalana de dret públic, núm. 31, 2005, p. 137-172

05 Gurutz Jauregui P 137 a 172  7/12/05  12:28  Página 165



Tirant lo Blanch, Fundació Carles Pi i Sunyer d’Estudis Autonòmics i Locals,

Generalitat de Catalunya, Valencia, 2004.

— y Roig Molés, E. (coord.), El Proyecto de nueva Constitución europea. Balance

de los trabajos de la Convención sobre el futuro de Europa, Tirant lo Blanch,

Fundació Carles Pi i Sunyer d’Estudis Autonòmics i Locals, Generalitat de

Catalunya, Valencia, 2004.

Albertí E., Ortega Álvarez L. y Montilla J. A., Las Comunidades Autónomas en la

Unión Europea, CEPC, Madrid, 2005.

Arias Martínez, M. A., Comunidades Autónomas y elaboración del Derecho Co-

munitario Europeo, IVAP, Oñati, 1998.

Baño León, J. M., Las Comunidades Autónomas en la Comunidad Europea, Ge-

neralitat Valenciana, Valencia, 1987.

Bengoetxea, J. R., «La participación de las autonomías en las institucio-

nes comunitarias», en Revista Vasca de Administración Pública, n.º 40 (II),

1994.

Bullaín López, I., Las regiones autónomas de la Comunidad Europea y su partici-

pación en el proceso de integración, IVAP, Oñati, 1990.

Bustos Gisbert, R., Relaciones internacionales y Comunidades Autónomas, CEC,

Madrid, 1996.

— «La insuficiencia de las formas de participación autonómica en los asuntos

europeos», en Azpilkueta. Cuadernos de Derecho, n.º 16 (monográfico: Estu-

dios sobre Regionalismo en la Unión Europea), 2001.

Cruz Villalón, P., «Las autonomías regionales en el Proyecto de Tratado/

Constitución para Europa», en AAVV, Informe Comunidades Autónomas

2003, Instituto de Derecho Público, 2004. También en Cruz Villalón, P., La

Constitución inédita, Trotta, Madrid, 2004.

Chicharro Lázaro, A., El principio de subsidiariedad en el Tratado de la Unión 

Europea, Aranzadi, Pamplona, 2002.

De Castro Ruano, J. L., La emergente participación política de las regiones en el

proceso de construcción europea, IVAP, Vitoria-Gasteiz, 1994.

García de Enterría, E., «La participación de las Comunidades Autónomas en la

formación de las decisiones comunitarias», en Revista Española de Derecho

Constitucional, n.º 33, 1991.

Jáuregui Bereciartu, G., Las Comunidades Autónomas y las relaciones internacio-

nales, IVAP, Oñati, 1986.

— «La descentralización política de Europa», en Revista Vasca de Administra-

ción Pública, n.º 40 (II), 1994.

— «La reforma del Senado y la participación de las Comunidades Autónomas

Gurutz Jáuregui166

Revista catalana de dret públic, núm. 31, 2005, p. 137-172

05 Gurutz Jauregui P 137 a 172  7/12/05  12:28  Página 166



en la Unión Europea», en Revista Vasca de Administración Pública, n.º 47 (II),

1997.

— Los nacionalismos minoritarios y la Unión Europea, Ariel, Barcelona, 1997.

— «La institucionalización jurídica y política de Vasconia desde la perspectiva

de la Unión Europea», en Jáuregui, G.; Castells, J. M. y Iriondo, X., La insti-

tucionalización jurídica y política de Vasconia, Colección Lankidetzan, n.º 4,

1997.

— «La cuestión regional en el Proyecto de Tratado por el que se instituye una

Constitución para Europa» [próxima publicación].

Lucas Murillo de la Cueva, E., Comunidades Autónomas y la política europea, Cí-

vitas-IVAP, Madrid, 2000.

Mangas Martín, A., «La ejecución del Derecho Comunitario por las Comunida-

des Autónomas: la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades

Autónomas», en AAVV, Comunidades Autónomas y Comunidad Europea. Re-

laciones jurídico-institucionales, Cortes de Castilla y León, Valladolid, 1991.

— «Ponderar los intereses en juego», en AAVV, Euskadi en la Unión Europea, Sa-

bino Arana, Bilbao, 1994.

— «La Unión Europea y su futuro: el debate competencial», en Noticias de la

Unión Europea, n.º 218, 2003.

Martín y Pérez de Nanclares, J., La posición de las Comunidades Autónomas ante

el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (Propuestas para una re-

forma), IVAP, Oñati, 1996.

— «La delimitación de competencias entre la Unión Europea y los estados

miembros: Sobre el difícil equilibrio entre la flexibilidad, la eficacia y la

transparencia», en Revista de Derecho Comunitario Europeo, n.º 12, 2003.

— «Las Comunidades Autónomas en el proceso decisorio comunitario: Balance

crítico y propuestas de reforma», <http://www.realinstitutoelcano>, 2004.

Moreno Vázquez, M., El Comité de Regiones y Unión Europea, Tirant lo Blanch,

Valencia, 2001.

Muñoz Machado, S., El Estado, el Derecho interno y la Comunidad Europea, Cí-

vitas, Madrid, 1986.

Ortúzar Andechaga, L.; Gómez Campo, E. y Hernández Lafuente, A., La partici-

pación de las Comunidades Autónomas en los asuntos comunitarios europeos,

MAP, Madrid, 1995.

Pérez Calvo, A., Estado Autonómico y Comunidad Europea, Tecnos, Madrid,

1993.

— (coord.), La participación de las Comunidades Autónomas en las decisiones del

Estado, Tecnos, Madrid, 1997.

La participación de las comunidades autónomas en la Unión Europea 167

Revista catalana de dret públic, núm. 31, 2005, p. 137-172

05 Gurutz Jauregui P 137 a 172  7/12/05  12:28  Página 167



Pérez González, M. (dir.), La acción exterior y comunitaria de los länder, regiones,

cantones y comunidades autónomas, vol. I y II, IVAP, Oñate, 1996.

Pérez Tremps, P., Comunidades Autónomas, Estado y Comunidad Europea, Mi-

nisterio de Justicia, Madrid, 1987.

— «Los órganos jurisdiccionales y la protección del sistema de reparto de com-

petencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas», en Revista Espa-

ñola de Derecho Constitucional, n.º 46, 1996.

— «La participación de las Comunidades Autónomas en los asuntos comunita-

rios europeos», en AAVV, Administraciones Públicas y Constitución, MAP,

Madrid, 1998.

Pérez Tremps, P. (coord.); Cabellos Espiérrez, M. A. y Roig Molés, E., La partici-

pación europea y la acción exterior de las Comunidades Autónomas, Marcial

Pons/IEA, Madrid/Barcelona, 1998.

Petschen, S., La Europa de las regiones, Institut d’Estudis Autònomics, Barcelo-

na, 1993.

Roig Molés, E., «La participación de los entes regionales en la formación de la volun-

tad del Estado en materias de la Unión Europea: una perspectiva comparada», en

Aja, E. (dir.), Informe Comunidades Autónomas 1994, vol. I, Barcelona, 1995.

— «La diversidad de formas de participación autonómica en asuntos europe-

os», en Azpilkueta. Cuadernos de Derecho, n.º 16 (monográfico: Estudios so-

bre Regionalismo en la Unión Europea), 2001.

— Las Comunidades Autónomas y la posición española en asuntos europeos, Ti-

rant lo blanch-IEA, Valencia, 2002.

— «Una perspectiva regional del debate sobre el futuro de Europa», en Revista

de Estudios Políticos, n.º 119, 2003.

— «La Conferencia para asuntos relacionados con la Unión Europea en el año

2004», en Informe Comunidades Autónomas 2004, Instituto de Derecho Pú-

blico, Barcelona, 2005.

Rojo Salgado, A., La exigencia de participación regional en la Unión Europea,

CEC, Madrid, 1996.

Saiz Arnaiz, A., «El Senado y las Comunidades Autónomas», en Revista Vasca de

Administración Pública, n.º 41, 1995.

— «La consolidación del Estado Autonómico: entre las necesarias reformas y las

propuestas soberanistas», en Revista Española de Derecho Constitucional,

n.º 59, 2000.

Sobrido Prieto, M., Las Comunidades Autónomas ante el Tribunal de Justicia y el

Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades Europeas, Tirant lo

Blanch-Instituto Universitario de Estudios Europeos, Valencia, 2003.

Gurutz Jáuregui168

Revista catalana de dret públic, núm. 31, 2005, p. 137-172

05 Gurutz Jauregui P 137 a 172  7/12/05  12:28  Página 168



Sobrino Heredia, J. M., La acción exterior de las Comunidades Autónomas. Espe-

cial referencia a Galicia, Santiago de Compostela, 2001.

Zelaia Garagarza, M., Las regiones ante el Tribunal de Justicia de las Comunida-

des Europeas, IVAP, Oñate, 2005.

La participación de las comunidades autónomas en la Unión Europea 169

Revista catalana de dret públic, núm. 31, 2005, p. 137-172

05 Gurutz Jauregui P 137 a 172  7/12/05  12:28  Página 169



Gurutz Jáuregui170

Revista catalana de dret públic, núm. 31, 2005, p. 137-172

La victoria obtenida por el PSOE en las elec-

ciones generales de marzo de 2004, y la consi-

guiente formación del nuevo Gobierno, han

abierto importantes expectativas en torno a la

posibilidad de un profundo cambio de rum-

bo en la relación entre comunidades autóno-

mas, Estado central y Unión Europea. Tales

expectativas aparecen configuradas en torno

a cuatro grandes ámbitos de actuación: revi-

sión de la Constitución; reforma de los esta-

tutos de autonomía; creación de la Conferen-

cia de Presidentes, y dinamización y reforma

de la Conferencia para Asuntos Europeos.

A ello hay que añadir los efectos que puedan

derivarse de la aprobación del Tratado por el

que se establece una Constitución para Eu-

ropa (TCUE), cuya entrada en vigor depen-

de, como se sabe, de los resultados –algunos

ya negativos: Francia, Holanda– de determi-

nados referéndum. La participación de las

comunidades autónomas en los asuntos eu-

ropeos depende, sobre todo, de lo que de-

termine al respecto el derecho interno espa-

ñol. No obstante, no es ésta su única fuente

reguladora. También deben ser tenidas en

cuenta las posibilidades ofrecidas por el pro-

pio derecho europeo, derecho cada vez más

importante, sobre todo a partir de la recien-

te aprobación del TCUE. De ahí la necesidad

de proceder, de modo simultáneo, al análi-

sis de la cuestión, tanto desde la perspectiva

del derecho interno, como desde la perspec-

tiva del derecho europeo.
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La victòria obtinguda pel PSOE a les elec-

cions generals de març de 2004 i la conse-

güent formació del nou Govern han obert

importants expectatives entorn de la possibi-

litat d’un profund canvi de sentit en la relació

entre comunitats autònomes, Estat central i

Unió Europea. Aquestes expectatives es con-

figuren en quatre grans àmbits d’actuació:

revisió de la Constitució; la reforma dels esta-

tuts d’autonomia; la creació de la Conferèn-

cia de Presidents; i la dinamització i reforma

de la Conferència per a Afers Europeus.

També cal afegir-hi els efectes que puguin

derivar-se de l’aprovació del Tractat pel qual

s’estableix una Constitució per a Europa

(TCUE), l’entrada en vigor de la qual depèn,

com ja se sap, dels resultats –alguns ja nega-

tius: França, Holanda– de determinats re-

ferèndums. La participació de les comunitats

autònomes en els afers europeus depèn, so-

bretot, de la determinació que prengui el

dret intern espanyol. Tanmateix, aquesta no

és l’única font reguladora. També cal tenir en

compte les possibilitats que ofereix el mateix

dret europeu, un dret cada vegada més im-

portant, sobretot a partir de la recent apro-

vació del TCUE, del qual se’n deriva la neces-

sitat de dur a terme, de manera simultània,

l’anàlisi de la qüestió, tant des de la perspec-

tiva del dret intern, com des de la perspecti-

va del dret europeu.
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The victory the PSOE (Spanish Socialist

Workers Party) in the March 2004 general

elections and the consequent formation of a

new administration, have sparked significant

expectations regarding the possibility of a

profound change of course in the relation-

ships between autonomous communities,

the central government and the European

Union. Such expectations appear to revolve

around four major spheres of action: revi-

sion of the Constitution; reform of the statu-

tes of autonomy; creation of the Conference

of Presidents; and dynamizing and refor-

ming the Conference for European Affairs.

In addition, one must also consider the ef-

fects that may be derived from the passage of

the Treaty establishing a Constitution for

Europe (TEC). Whether or not this Treaty

goes into effect depends, as is well known, on

the results of specific referenda, some of

which – France, Holland – have already been

negative. The participation of the autono-

mous communities in European affairs de-

pends, above all, on what Spain’s internal

system of law determines in that regard. Ne-

vertheless, this is not the only source regula-

ting the participation of the autonomous

communities in European affairs. Especially

since the recent passage of the draft version

of the TEC, the possibilities offered by Euro-

pe’s own legal system should also be taken

into account. Hence the need to simultane-

ously proceed to analyze the question, both

from the perspective of Spanish national law

and from the perspective of European law.
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